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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UNA 

FRACCIÓN XII,  RECORRIÉNDOSE LAS SUBSECUENTES DEL ARTÍCULO 2, DE LA 

LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD.  

 

Quien suscribe, diputada María Rosete, integrante del Grupo Parlamentario 

de Morena de la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados, con 

fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 

77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a 

consideración del pleno de la Cámara de Diputados la siguiente iniciativa 

con proyecto de decreto por el que se adiciona una fracción XII,  

recorriéndose las subsecuentes del artículo 2 de la Ley General para la 

Inclusión de las Personas con Discapacidad, con base en la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

El reconocimiento de los derechos de las personas con discapacidad ha 

experimentado una profunda transformación durante las últimas décadas, 

transitando de una visión predominantemente médica y asistencial hacia 

un modelo social y de derechos humanos que reconoce que la 

discapacidad no se explica exclusivamente por una condición individual, 

sino por la interacción entre las características de una persona y las barreras 

físicas, sociales, institucionales, culturales y actitudinales que obstaculizan su 

participación plena y efectiva en la sociedad en igualdad de condiciones 

con las demás personas. 

 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que 

todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la 

propia Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 

mexicano sea parte, en este sentido es importante mencionar que el 30 de 

marzo de 2007, México ratifico la Convención sobre los Derechos de las 
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Personas con Discapacidad, instrumento que reconoce que la 

discapacidad es un concepto que evoluciona y que resulta de la 

interacción entre las personas con deficiencias y las barreras debidas a las 

actitudes y al entorno que evitan su participación plena y efectiva en la 

sociedad en igualdad de condiciones con las demás, por lo que 

corresponde a los Estados adoptar las medidas legislativas, administrativas y 

de cualquier otra índole necesarias para hacer efectivos los derechos 

reconocidos en dicho instrumento.1 

 

Sin embargo, existen condiciones de discapacidad cuya identificación y 

reconocimiento jurídico continúan enfrentando importantes desafíos, 

particularmente cuando sus manifestaciones no son perceptibles 

físicamente o cuando se encuentran rodeadas de prejuicios, estigmas y 

estereotipos sociales, como sucede con la discapacidad psicosocial, 

situación que puede provocar que las personas que viven con ella 

encuentren obstáculos adicionales para acceder a la educación, al 

empleo, a los servicios de salud, a la justicia, a la vivienda, a la participación 

comunitaria y al ejercicio de otros derechos fundamentales. 

 

La discapacidad psicosocial debe entenderse desde la interacción entre la 

persona y las barreras existentes en su entorno y no exclusivamente a partir 

de un diagnóstico o condición de salud mental, pues reducirla a una 

perspectiva estrictamente clínica reproduciría el modelo médico de la 

 
1 Discapacidad, C. N. D. la I. de P. (n.d.). La Convención de los Derechos de las Personas con 
Discapacidad. Gob.Mx. Retrieved September 18, 2026, from https://www.gob.mx/conadis/articulos/la-
convencion-de-los-derechos-de-las-personas-con-discapacidad 
 

https://www.gob.mx/conadis/articulos/la-convencion-de-los-derechos-de-las-personas-con-discapacidad
https://www.gob.mx/conadis/articulos/la-convencion-de-los-derechos-de-las-personas-con-discapacidad
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discapacidad y podría generar nuevas formas de estigmatización, de 

manera que su reconocimiento legislativo debe colocar en el centro a la 

persona, su dignidad, autonomía, voluntad, preferencias, capacidad 

jurídica y derecho a participar plenamente en la comunidad. 

 

La importancia de este reconocimiento también ha quedado reflejada en 

el ámbito jurisdiccional, donde la Suprema Corte de Justicia de la Nación se 

ha pronunciado respecto de los derechos de las personas con 

discapacidad psicosocial y ha reconocido que las disposiciones susceptibles 

de afectar directamente sus derechos deben observar las obligaciones 

constitucionales y convencionales correspondientes en materia de consulta, 

lo que confirma que este colectivo debe participar activamente en la 

construcción de las decisiones legislativas y políticas públicas que incidan en 

su vida.2 

 

Actualmente, el artículo 2 de la Ley General para la Inclusión de las Personas 

con Discapacidad contempla conceptos relacionados con la 

discapacidad física, mental, intelectual y sensorial, pero no incorpora de 

manera expresa y autónoma una definición de discapacidad psicosocial. 

La ausencia de una definición expresa puede contribuir a mantener invisible 

una realidad que enfrentan numerosas personas y dificultar la formulación 

de políticas públicas, acciones de inclusión, medidas de accesibilidad, 

ajustes razonables y mecanismos de protección específicamente orientados 

 
2Semanario Judicial de la Federación Tercer periodo "De la Justicia con el Pueblo" Duodécima Época 
"De la Justicia Pluricultural, la Igualdad Sustantiva y la Inclusión en México" 
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/ejecutoria/32387 
 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/ejecutoria/32387
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a eliminar las barreras que encuentran las personas con discapacidad 

psicosocial. 

 

Reconocer la discapacidad psicosocial no constituye solamente una 

modificación terminológica, sino una medida dirigida a fortalecer el 

ejercicio efectivo de sus derechos. Por ello, la presente iniciativa propone 

incorporar dentro del artículo 2 de la Ley General para la Inclusión de las 

Personas con Discapacidad una definición específica de discapacidad 

psicosocial construida bajo el modelo social y de derechos humanos, 

evitando identificar automáticamente la existencia de una condición de 

salud mental con una discapacidad y reconociendo como elemento 

fundamental la interacción de la persona con las barreras del entorno que 

pueden restringir su participación plena y efectiva en la sociedad. 

 

Para mayor claridad se presenta el siguiente cuadro comparativo:  

 

LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

Artículo 2. Para los efectos de esta 

Ley se entenderá por: 

 

I. a XII. … 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Artículo 2. Para los efectos de esta 

Ley se entenderá por: 

 

I. a XII. … 

 

XIII. Discapacidad Psicosocial. Es 

aquella que resulta de la 

interacción entre una persona que 

presenta una condición o 

diversidad psicosocial, de carácter 

temporal o permanente, y las 

barreras actitudinales, sociales, 

institucionales o del entorno que 
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XIII.  Discapacidad Sensorial. Es la 

deficiencia estructural o funcional 

de los órganos de la visión, audición, 

tacto, olfato y gusto, así como de las 

estructuras y funciones asociadas a 

cada uno de ellos, y que al 

interactuar con las barreras que le 

impone el entorno social, pueda 

impedir su inclusión plena y efectiva 

en la sociedad, en igualdad de 

condiciones con los demás. 

 

XIV.  Discriminación por motivos de 

discapacidad. Se entenderá 

cualquier distinción, exclusión o 

restricción por motivos de 

discapacidad que tenga el 

propósito o el efecto de 

obstaculizar, menoscabar o dejar 

sin efecto el reconocimiento, goce 

o ejercicio, en igualdad de 

condiciones, de todos los derechos 

humanos y libertades 

fundamentales en los ámbitos 

político, económico, social, cultural, 

civil o de otro tipo. Incluye todas las 

formas de discriminación, entre 

ellas, la denegación de ajustes 

razonables; 

 

XV.  Diseño universal. Se 

entenderá el diseño de productos, 

entornos, programas y servicios que 

pueden restringir o impedir su 

participación plena y efectiva en la 

sociedad, en igualdad de 

condiciones con las demás 

personas. 

 

XIV.  Discapacidad Sensorial. Es la 

deficiencia estructural o funcional 

de los órganos de la visión, audición, 

tacto, olfato y gusto, así como de las 

estructuras y funciones asociadas a 

cada uno de ellos, y que al 

interactuar con las barreras que le 

impone el entorno social, pueda 

impedir su inclusión plena y efectiva 

en la sociedad, en igualdad de 

condiciones con los demás. 

 

XV.  Discriminación por motivos de 

discapacidad. Se entenderá 

cualquier distinción, exclusión o 

restricción por motivos de 

discapacidad que tenga el 

propósito o el efecto de 

obstaculizar, menoscabar o dejar 

sin efecto el reconocimiento, goce 

o ejercicio, en igualdad de 

condiciones, de todos los derechos 

humanos y libertades 

fundamentales en los ámbitos 

político, económico, social, cultural, 

civil o de otro tipo. Incluye todas las 

formas de discriminación, entre 

ellas, la denegación de ajustes 

razonables; 

 

XVI.  Diseño universal. Se 

entenderá el diseño de productos, 

entornos, programas y servicios que 
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puedan utilizar todas las personas, 

en la mayor medida posible, sin 

necesidad de adaptación ni diseño 

especializado. El diseño universal no 

excluirá las ayudas técnicas para 

grupos particulares de personas con 

discapacidad cuando se necesiten; 

 

XVI.  Educación Especial. La 

educación especial está destinada 

a individuos con discapacidades 

transitorias o definitivas, así como a 

aquellos con aptitudes 

sobresalientes. Atenderá a los 

educandos de manera adecuada 

a sus propias condiciones, con 

equidad social incluyente y con 

perspectiva de género; 

 

XVII.  Educación Inclusiva. Es la 

educación que propicia la 

integración de personas con 

discapacidad a los planteles de 

educación básica regular, 

mediante la aplicación de 

métodos, técnicas y materiales 

específicos; 

 

XVIII.  Estenografía Proyectada. Es el 

oficio y la técnica de transcribir un 

monólogo o un diálogo oral de 

manera simultánea a su 

desenvolvimiento y, a la vez, 

proyectar el texto resultante por 

medios electrónicos visuales; 

 

XIX.  Estimulación Temprana. 

Atención brindada a niños y niñas 

de entre 0 y 6 años para potenciar y 

puedan utilizar todas las personas, 

en la mayor medida posible, sin 

necesidad de adaptación ni diseño 

especializado. El diseño universal no 

excluirá las ayudas técnicas para 

grupos particulares de personas con 

discapacidad cuando se necesiten; 

 

XVII.  Educación Especial. La 

educación especial está destinada 

a individuos con discapacidades 

transitorias o definitivas, así como a 

aquellos con aptitudes 

sobresalientes. Atenderá a los 

educandos de manera adecuada 

a sus propias condiciones, con 

equidad social incluyente y con 

perspectiva de género; 

 

XVIII.  Educación Inclusiva. Es la 

educación que propicia la 

integración de personas con 

discapacidad a los planteles de 

educación básica regular, 

mediante la aplicación de 

métodos, técnicas y materiales 

específicos; 

 

XIX.  Estenografía Proyectada. Es el 

oficio y la técnica de transcribir un 

monólogo o un diálogo oral de 

manera simultánea a su 

desenvolvimiento y, a la vez, 

proyectar el texto resultante por 

medios electrónicos visuales; 

 

XX.  Estimulación Temprana. 

Atención brindada a niños y niñas 

de entre 0 y 6 años para potenciar y 
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desarrollar al máximo sus 

posibilidades físicas, intelectuales, 

sensoriales y afectivas, mediante 

programas sistemáticos y 

secuenciados que abarquen todas 

las áreas del desarrollo humano, sin 

forzar el curso natural de su 

maduración; 

 

XIX Bis. Formato de Lectura Fácil: 

Texto complementario al principal 

redactado en un lenguaje simple, 

directo, cotidiano y personalizado, 

con tipografía clara y tamaño 

accesible, la cual puede utilizar 

ejemplos para su mejor 

comprensión y está libre de 

tecnicismo y conceptos abstractos; 

 

XX.  Igualdad de Oportunidades. 

Proceso de adecuaciones, ajustes, 

mejoras o adopción de acciones 

afirmativas necesarias en el entorno 

jurídico, social, cultural y de bienes y 

servicios, que faciliten a las personas 

con discapacidad su inclusión, 

integración, convivencia y 

participación, en igualdad de 

oportunidades con el resto de la 

población; 

 

XXI.  Lenguaje. Se entenderá tanto 

el lenguaje oral como la lengua de 

señas y otras formas de 

comunicación no verbal; 

 

XXII.  Lengua de Señas Mexicana. 

Lengua de una comunidad de 

sordos, que consiste en una serie de 

desarrollar al máximo sus 

posibilidades físicas, intelectuales, 

sensoriales y afectivas, mediante 

programas sistemáticos y 

secuenciados que abarquen todas 

las áreas del desarrollo humano, sin 

forzar el curso natural de su 

maduración; 

 

XX Bis. Formato de Lectura Fácil: 

Texto complementario al principal 

redactado en un lenguaje simple, 

directo, cotidiano y personalizado, 

con tipografía clara y tamaño 

accesible, la cual puede utilizar 

ejemplos para su mejor 

comprensión y está libre de 

tecnicismo y conceptos abstractos; 

 

XXI.  Igualdad de Oportunidades. 

Proceso de adecuaciones, ajustes, 

mejoras o adopción de acciones 

afirmativas necesarias en el entorno 

jurídico, social, cultural y de bienes y 

servicios, que faciliten a las personas 

con discapacidad su inclusión, 

integración, convivencia y 

participación, en igualdad de 

oportunidades con el resto de la 

población; 

 

XXII.  Lenguaje. Se entenderá tanto 

el lenguaje oral como la lengua de 

señas y otras formas de 

comunicación no verbal; 

 

XXIII.  Lengua de Señas Mexicana. 

Lengua de una comunidad de 

sordos, que consiste en una serie de 
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signos gestuales articulados con las 

manos y acompañados de 

expresiones faciales, mirada 

intencional y movimiento corporal, 

dotados de función lingüística, 

forma parte del patrimonio 

lingüístico de dicha comunidad y es 

tan rica y compleja en gramática y 

vocabulario como cualquier lengua 

oral; 

 

XXIII.  Ley. Ley General para la 

Inclusión de las Personas con 

Discapacidad; 

 

XXIV.  Organizaciones. Todas 

aquellas organizaciones sociales 

constituidas legalmente para el 

cuidado, atención o salvaguarda 

de los derechos de las personas con 

discapacidad o que busquen 

apoyar y facilitar su participación en 

las decisiones relacionadas con el 

diseño, aplicación y evaluación de 

programas para su desarrollo e 

integración social; 

 

XXV (sic DOF 12-07-2018). Registro 

Nacional de Población con 

Discapacidad. Porción del Registro 

Nacional de Población que solicitó 

y obtuvo la Certificación del Estado 

con Reconocimiento Nacional que 

refiere el artículo 10 de la Ley; 

 

XXVI.  Perro guía o animal de 

servicio. Son aquellos que han sido 

certificados para el 

acompañamiento, conducción y 

signos gestuales articulados con las 

manos y acompañados de 

expresiones faciales, mirada 

intencional y movimiento corporal, 

dotados de función lingüística, 

forma parte del patrimonio 

lingüístico de dicha comunidad y es 

tan rica y compleja en gramática y 

vocabulario como cualquier lengua 

oral; 

 

XXIV.  Ley. Ley General para la 

Inclusión de las Personas con 

Discapacidad; 

 

XXV.  Organizaciones. Todas 

aquellas organizaciones sociales 

constituidas legalmente para el 

cuidado, atención o salvaguarda 

de los derechos de las personas con 

discapacidad o que busquen 

apoyar y facilitar su participación en 

las decisiones relacionadas con el 

diseño, aplicación y evaluación de 

programas para su desarrollo e 

integración social; 

 

XXVI (sic DOF 12-07-2018). Registro 

Nacional de Población con 

Discapacidad. Porción del Registro 

Nacional de Población que solicitó 

y obtuvo la Certificación del Estado 

con Reconocimiento Nacional que 

refiere el artículo 10 de la Ley; 

 

XXVII.  Perro guía o animal de 

servicio. Son aquellos que han sido 

certificados para el 

acompañamiento, conducción y 
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auxilio de personas con 

discapacidad; 

 

XXVII.  Persona con 

Discapacidad. Toda persona que 

por razón congénita o adquirida 

presenta una o más deficiencias de 

carácter físico, mental, intelectual o 

sensorial, ya sea permanente o 

temporal y que al interactuar con 

las barreras que le impone el 

entorno social, pueda impedir su 

inclusión plena y efectiva, en 

igualdad de condiciones con los 

demás; 

 

XXVIII.  Política Pública. Todos 

aquellos planes, programas o 

acciones que la autoridad 

desarrolle para asegurar los 

derechos establecidos en la 

presente Ley; 

 

XXIX.  Prevención. La adopción de 

medidas encaminadas a impedir 

que se produzcan deficiencias 

físicas, intelectuales, mentales y 

sensoriales; 

 

XXX.  Programa. El Programa 

Nacional para el Desarrollo y la 

Inclusión de las Personas con 

Discapacidad; 

 

XXXI.  Rehabilitación. Proceso de 

duración limitada y con un objetivo 

definido, de orden médico, social y 

educativo entre otros, encaminado 

a facilitar que una persona con 

auxilio de personas con 

discapacidad; 

 

XXVIII.  Persona con 

Discapacidad. Toda persona que 

por razón congénita o adquirida 

presenta una o más deficiencias de 

carácter físico, mental, intelectual o 

sensorial, ya sea permanente o 

temporal y que al interactuar con 

las barreras que le impone el 

entorno social, pueda impedir su 

inclusión plena y efectiva, en 

igualdad de condiciones con los 

demás; 

 

XXIX.  Política Pública. Todos 

aquellos planes, programas o 

acciones que la autoridad 

desarrolle para asegurar los 

derechos establecidos en la 

presente Ley; 

 

XXX.  Prevención. La adopción de 

medidas encaminadas a impedir 

que se produzcan deficiencias 

físicas, intelectuales, mentales y 

sensoriales; 

 

XXXI.  Programa. El Programa 

Nacional para el Desarrollo y la 

Inclusión de las Personas con 

Discapacidad; 

 

XXXII.  Rehabilitación. Proceso 

de duración limitada y con un 

objetivo definido, de orden médico, 

social y educativo entre otros, 

encaminado a facilitar que una 
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discapacidad alcance un nivel 

físico, mental, sensorial óptimo, que 

permita compensar la pérdida de 

una función, así como 

proporcionarle una mejor 

integración social; 

 

XXXII.  Sistema. Sistema 

Nacional para el Desarrollo y la 

Inclusión de las Personas con 

Discapacidad; 

 

XXXIII.  Sistema de Escritura 

Braille. Sistema para la 

comunicación representado 

mediante signos en relieve, leídos en 

forma táctil por las personas ciegas, 

y 

 

XXXIV.  Transversalidad. Es el 

proceso mediante el cual se 

instrumentan las políticas, 

programas y acciones, 

desarrollados por las dependencias 

y entidades de la administración 

pública, que proveen bienes y 

servicios a la población con 

discapacidad con un propósito 

común, y basados en un esquema 

de acción y coordinación de 

esfuerzos y recursos en tres 

dimensiones: vertical, horizontal y de 

fondo. 

persona con discapacidad 

alcance un nivel físico, mental, 

sensorial óptimo, que permita 

compensar la pérdida de una 

función, así como proporcionarle 

una mejor integración social; 

 

XXXIII.  Sistema. Sistema 

Nacional para el Desarrollo y la 

Inclusión de las Personas con 

Discapacidad; 

 

XXXIV.  Sistema de Escritura 

Braille. Sistema para la 

comunicación representado 

mediante signos en relieve, leídos en 

forma táctil por las personas ciegas, 

y 

 

XXXV.  Transversalidad. Es el 

proceso mediante el cual se 

instrumentan las políticas, 

programas y acciones, 

desarrollados por las dependencias 

y entidades de la administración 

pública, que proveen bienes y 

servicios a la población con 

discapacidad con un propósito 

común, y basados en un esquema 

de acción y coordinación de 

esfuerzos y recursos en tres 

dimensiones: vertical, horizontal y de 

fondo. 

 

Por lo anteriormente expuesto y con el propósito de reconocer a las 

personas que durante años han enfrentado no solamente las dificultades 

derivadas de determinadas condiciones, sino también las barreras creadas 
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por el prejuicio, el desconocimiento y la discriminación, por lo que 

corresponde al Poder Legislativo contribuir a eliminar dichas barreras y 

construir un marco jurídico en el que ninguna persona quede excluida o 

invisible por la forma en que experimenta e interactúa con su entorno, por 

ello, propongo el siguiente proyecto de: 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UNA FRACCIÓN XII,  RECORRIÉNDOSE LAS 

SUBSECUENTES DEL ARTÍCULO 2 DE LA LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN DE 

LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD. 

 

Único.- Se adiciona una fracción XII,  recorriéndose las subsecuentes del 

artículo 2 de la Ley General para la Inclusión de las Personas con 

Discapacidad, para quedar como sigue:  

 

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

 

I. a XII. … 

 

XIII. Discapacidad Psicosocial. Es aquella que resulta de la interacción entre 

una persona que presenta una condición o diversidad psicosocial, de 

carácter temporal o permanente, y las barreras actitudinales, sociales, 

institucionales o del entorno que pueden restringir o impedir su participación 

plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás 

personas. 

 

XIV.  Discapacidad Sensorial. Es la deficiencia estructural o funcional de los 

órganos de la visión, audición, tacto, olfato y gusto, así como de las 

estructuras y funciones asociadas a cada uno de ellos, y que al interactuar 

con las barreras que le impone el entorno social, pueda impedir su inclusión 

plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con los demás. 

 

XV.  Discriminación por motivos de discapacidad. Se entenderá cualquier 

distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el 
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propósito o el efecto de obstaculizar, menoscabar o dejar sin efecto el 

reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los 

derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos político, 

económico, social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de 

discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables; 

 

XVI.  Diseño universal. Se entenderá el diseño de productos, entornos, 

programas y servicios que puedan utilizar todas las personas, en la mayor 

medida posible, sin necesidad de adaptación ni diseño especializado. El 

diseño universal no excluirá las ayudas técnicas para grupos particulares de 

personas con discapacidad cuando se necesiten; 

 

XVII.  Educación Especial. La educación especial está destinada a 

individuos con discapacidades transitorias o definitivas, así como a aquellos 

con aptitudes sobresalientes. Atenderá a los educandos de manera 

adecuada a sus propias condiciones, con equidad social incluyente y con 

perspectiva de género; 

 

XVIII.  Educación Inclusiva. Es la educación que propicia la integración de 

personas con discapacidad a los planteles de educación básica regular, 

mediante la aplicación de métodos, técnicas y materiales específicos; 

 

XIX.  Estenografía Proyectada. Es el oficio y la técnica de transcribir un 

monólogo o un diálogo oral de manera simultánea a su desenvolvimiento y, 

a la vez, proyectar el texto resultante por medios electrónicos visuales; 

 

XX.  Estimulación Temprana. Atención brindada a niños y niñas de entre 0 

y 6 años para potenciar y desarrollar al máximo sus posibilidades físicas, 

intelectuales, sensoriales y afectivas, mediante programas sistemáticos y 

secuenciados que abarquen todas las áreas del desarrollo humano, sin 

forzar el curso natural de su maduración; 

 

XX Bis. Formato de Lectura Fácil: Texto complementario al principal 

redactado en un lenguaje simple, directo, cotidiano y personalizado, con 
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tipografía clara y tamaño accesible, la cual puede utilizar ejemplos para su 

mejor comprensión y está libre de tecnicismo y conceptos abstractos; 

 

XXI.  Igualdad de Oportunidades. Proceso de adecuaciones, ajustes, 

mejoras o adopción de acciones afirmativas necesarias en el entorno 

jurídico, social, cultural y de bienes y servicios, que faciliten a las personas 

con discapacidad su inclusión, integración, convivencia y participación, en 

igualdad de oportunidades con el resto de la población; 

 

XXII.  Lenguaje. Se entenderá tanto el lenguaje oral como la lengua de 

señas y otras formas de comunicación no verbal; 

 

XXIII.  Lengua de Señas Mexicana. Lengua de una comunidad de sordos, 

que consiste en una serie de signos gestuales articulados con las manos y 

acompañados de expresiones faciales, mirada intencional y movimiento 

corporal, dotados de función lingüística, forma parte del patrimonio 

lingüístico de dicha comunidad y es tan rica y compleja en gramática y 

vocabulario como cualquier lengua oral; 

 

XXIV.  Ley. Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad; 

 

XXV.  Organizaciones. Todas aquellas organizaciones sociales constituidas 

legalmente para el cuidado, atención o salvaguarda de los derechos de las 

personas con discapacidad o que busquen apoyar y facilitar su 

participación en las decisiones relacionadas con el diseño, aplicación y 

evaluación de programas para su desarrollo e integración social; 

 

XXVI (sic DOF 12-07-2018). Registro Nacional de Población con 

Discapacidad. Porción del Registro Nacional de Población que solicitó y 

obtuvo la Certificación del Estado con Reconocimiento Nacional que refiere 

el artículo 10 de la Ley; 
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XXVII.  Perro guía o animal de servicio. Son aquellos que han sido 

certificados para el acompañamiento, conducción y auxilio de personas 

con discapacidad; 

 

XXVIII.  Persona con Discapacidad. Toda persona que por razón 

congénita o adquirida presenta una o más deficiencias de carácter físico, 

mental, intelectual o sensorial, ya sea permanente o temporal y que al 

interactuar con las barreras que le impone el entorno social, pueda impedir 

su inclusión plena y efectiva, en igualdad de condiciones con los demás; 

 

XXIX.  Política Pública. Todos aquellos planes, programas o acciones que la 

autoridad desarrolle para asegurar los derechos establecidos en la presente 

Ley; 

 

XXX.  Prevención. La adopción de medidas encaminadas a impedir que se 

produzcan deficiencias físicas, intelectuales, mentales y sensoriales; 

 

XXXI.  Programa. El Programa Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las 

Personas con Discapacidad; 

 

XXXII.  Rehabilitación. Proceso de duración limitada y con un objetivo 

definido, de orden médico, social y educativo entre otros, encaminado a 

facilitar que una persona con discapacidad alcance un nivel físico, mental, 

sensorial óptimo, que permita compensar la pérdida de una función, así 

como proporcionarle una mejor integración social; 

 

XXXIII.  Sistema. Sistema Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las 

Personas con Discapacidad; 

 

XXXIV.  Sistema de Escritura Braille. Sistema para la comunicación 

representado mediante signos en relieve, leídos en forma táctil por las 

personas ciegas, y 
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XXXV.  Transversalidad. Es el proceso mediante el cual se instrumentan 

las políticas, programas y acciones, desarrollados por las dependencias y 

entidades de la administración pública, que proveen bienes y servicios a la 

población con discapacidad con un propósito común, y basados en un 

esquema de acción y coordinación de esfuerzos y recursos en tres 

dimensiones: vertical, horizontal y de fondo. 

 

TRANSITORIO 

 

 

 ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su 

publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026. 

 

 

S U S C R I B E  

 

 

MARÍA ROSETE 

DIPUTADA FEDERAL 

 

 











































































































 
 
 
 
 
 
 
Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley General de Salud y del Código Penal Federal, en materia 
de muerte digna, eutanasia voluntaria y prestación médica de ayuda para morir, 
suscrita por el Diputado Carlos Hernández Mirón, integrante del Grupo 
Parlamentario de MORENA. 

 

Quien suscribe, diputado Carlos Hernández Mirón, integrante del Grupo 
Parlamentario de MORENA correspondiente a la LXVI Legislatura de la Cámara de 
Diputados, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I; 
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a consideración de 
esta soberanía la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman y 
adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Salud y del Código Penal 
Federal, en materia de muerte digna, eutanasia voluntaria y prestación médica de 
ayuda para morir, al tenor de la siguiente: 

 

Exposición de Motivos 

 

I. Planteamiento del Problema. 

El desarrollo de la medicina contemporánea ha permitido prolongar la vida, controlar 

enfermedades y sustituir temporal o permanentemente funciones orgánicas. Este 

avance constituye uno de los mayores logros científicos de nuestro tiempo, sin 

embargo, también ha generado situaciones límite en las que una persona puede 

permanecer durante largos periodos con una enfermedad grave e incurable, un 

deterioro irreversible o sufrimientos que, desde su propia valoración, resultan 

intolerables.   

El orden jurídico mexicano reconoce la protección de la vida, la dignidad humana, 

la autonomía progresiva en las decisiones sanitarias, el consentimiento informado, 

el derecho a la protección de la salud y, en materia de enfermedad terminal, 

derechos vinculados con los cuidados paliativos y la posibilidad de rechazar 

determinados tratamientos. No obstante, la legislación federal conserva una 

prohibición expresa de la eutanasia en el artículo 166 bis 21 de la Ley General de 

Salud y mantiene la punibilidad del auxilio al suicidio en el artículo 312 del Código 

Penal Federal 



 
 
 
 
 
 
 
El problema legislativo consiste en determinar si la prohibición absoluta sigue siendo 

la única respuesta jurídicamente posible o si el Estado puede construir una 

excepción estrecha, controlada y verificable para personas adultas, capaces y 

plenamente informadas que padecen una enfermedad grave e incurable o un 

padecimiento grave, crónico e imposibilitante que les produce sufrimiento constante 

e intolerable o degenerativo en órganos vitales del cuerpo. 

Esta iniciativa adopta la segunda alternativa. No propone un derecho irrestricto a 

obtener la muerte, ni autoriza la intervención de familiares o terceros para sustituir 

la voluntad de una persona capaz. Propone una presentación medica excepcional, 

sometida a controles previos y posteriores, que exige dos solicitudes, dos 

valoraciones médicas; información completa, acceso a cuidados paliativos, 

evaluación de capacidad, cuando sea necesaria; revisión por un órgano de garante, 

ausencia de coacción y consentimiento final. 

El objetivo central es compatibilizar la protección de la vida con la dignidad, la 

autonomía personal, la seguridad jurídica y la protección reforzada de las personas 

en situación de vulnerabilidad. El Estado debe evitar tanto la obstinación terapéutica 

como cualquier incentivo, presión o abandono que pueda convertir una decisión 

aparentemente autónoma en una consecuencia de la pobreza, la discriminación o 

la falta de servicios. 

II. Antecedentes Legislativos en México. 

El 5 de enero de 20009 se publicó la reforma que incorporó a la Ley General de 

Salud el Titulo Octavo Bis, relativo a los cuidados paliativos de los enfermos en 

situación terminal. Ese marco reconoce derechos relevantes: información, trato 

digno, cuidados paliativos, posibilidad de expresar voluntad anticipada y rechazo a 

tratamientos desproporcionaos, pero mantiene la prohibición de la eutanasia. 

La Ley General de Salud vigente consultada en la Cámara de Diputados, con 

reformas reportadas al 15 de enero de 2026, conserva el artículo 166 Bis 21 que 

prohíbe la práctica de la eutanasia, entendida en la propia disposición como 

homicidio por piedad, así como el suicidio asistido 1 

El debate parlamentario, sin embargo, se ha mantenido activo. La Gaceta 

Parlamentaria del 23 de septiembre de 2025 publico una iniciativa que propuso 

reformar el artículo 166 Bis 21 y adiciona los artículos 166 Bis 22, 166 Bis 23 y 166 

Bis 24 de la Ley General de Salud para reconocer la eutanasia en pacientes 

 
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGS.pdf 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGS.pdf


 
 
 
 
 
 
 
oncológicos y con enfermedades terminales. Ese antecedente contemplo mayoría 

de edad, solicitud libre e informada y confirmación diagnostica por profesionales 

independientes.2 

También existen iniciativas posteriores que han planteado adicionar un Título 

Octavo Ter y modificar el artículo 312 del Código Penal Federal para excluir 

responsabilidad penal al personal de salud que actúe conforme a requisitos legales. 

Estos antecedentes muestran que la cuestión ya forma parte de la agenda 

legislativa nacional y que existe material parlamentario para diseñar una regulación 

más integral.  

III. Marco Constitucional y de Derechos Humanos. 

El artículo 1º. Constitucional obliga a todas las autoridades a promover, respetar, 

proteger y garantizar los derechos humanos, de conformidad con los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. A su vez, el artículo 

4º. Reconoce el derecho de toda persona a la protección de Salud.3 

La dignidad humana funciona como principio trasversal del orden constitucional. En 

el ámbito sanitario, la autonomía se materializa en el consentimiento informado: la 

intervención médica legitima requiere, como regla, información suficiente y decisión 

del paciente. La propuesta extiende esa lógica únicamente a un supuesto 

excepcional y bajo salvaguardas reforzadas. 

El derecho a la vida merece la máxima protección. Por esa misma razón cualquier 

excepción penal debe estar definida con precisión. La iniciativa no despenaliza 

genéticamente el homicidio por piedad ni el auxilio al suicidio, crea una causa legal 

de exclusión de responsabilidad limitada a profesionales autorizados que hayan 

cumplido íntegramente un procedimiento sanitario regulado. 

El principio de igualdad exige especial cautela. Ninguna persona debe ser 

considerada candidata a la eutanasia por razón de discapacidad, edad, sexo, 

condición económica, dependencia, origen étnico o necesidad de cuidados. La 

enfermedad o padecimiento debe evaluarse individualmente, y la solicitud debe 

provenir de la propia persona. 

IV. Conceptos jurídicos bioéticos. 

 
2 https://gaceta.diputados.gob.mx/  
3 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf 
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Eutanasia Voluntaria. Acto médico deliberado que causa la muerte de una persona 

a petición expresa, libre, informada, inequívoca y reiterada de ésta, con la finalidad 

de poner fin a un sufrimiento derivado de una condición medica que reúne los 

requisitos legales. 

Suicidio Medicamente Asistido. Modalidad en la que el profesional facilita los medios 

prescritos y la persona realiza por si misma el acto final. Este proyecto se concentra 

en la prestación médica de ayuda a morir y permite que el reglamento defina 

modalidades clínicas autorizadas. 

Ortotanasia. Permitir que la muerte ocurra en tiempo natural, evitando medidas 

desproporcionadas u obstinación terapéutica. 

Limitación del Esfuerzo Terapéutico. No iniciar o retirar intervenciones que carecen 

de beneficio clínico razonable o resultan desproporcionadas. 

Sedación Paulativa. Uso proporcional de fármacos para disminuir la conciencia con 

el propósito de aliviar síntomas refractarios, su finalidad terapéutica no es causar la 

muerte. 

Cuidados Paliativos. Atención integral dirigida a aliviar dolor y otros síntomas, 

atender necesidades psicosociales y espirituales y mejorar la calidad de vida del 

paciente y su entorno. 

V. Dimensión Estadística y Sanitaria. 

De acuerdo con las Estadísticas de Defunciones Registradas del INEGI, en 2024 se 

contabilizaron 819,672 defunciones registradas en México. De ellas, 797,566 

ocurrieron durante 2024 y las restantes correspondieron a años anteriores. La taza 

bruta registrada fue de 630 defunciones por cada 100 mil habitantes. 4 

Las primeras cinco causas de defunción a nivel nacional fueron enfermedades del 

corazón, diabetes mellitus, tumores malignos, enfermedades del hígado y 

accidentes. El 89.6% de las defunciones registradas se vinculó con enfermedades 

y problemas relacionados con la salud, mientras que 10.4% correspondió a causas 

externas 5 

Estas cifras no permiten inferir cuantas personas solicitarían una prestación de 

ayuda para morir. Tampoco justifican por si mismas la eutanasia. Su relevancia 

 
4 https://www.inegi.org.mx/app/saladeprensa/noticia/10334 
5 https://www.inegi.org.mx/app/saladeprensa/noticia/10334 
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consiste en mostrar el peso de las enfermedades crónicas y graves en la mortalidad 

nacional y, con ello, la necesidad de fortalecer una política integral de atención al 

final de la vida. 

VI. Cuidados Paliativos como condición de Libertad. 

La libertad de elección requiere alternativas reales. Una persona que solicita morir 

porque no recibe tratamiento del dolor, poque su familia no puede costear cuidados 

o porque carece de servicios especializados no se encuentra en las mismas 

condiciones que una persona que, después de recibir atención adecuada y conocer 

todas sus opciones, mantiene de forma estable su solicitud. 

Por ello, el proyecto establece el deber de ofrecer información y acceso efectivo a 

cuidados paliativos. La negativa a recibirlos no impedirá por si sola continuar el 

procedimiento, pues ello convertiría el tratamiento paliativo en una obligación, sin 

embargo, el expediente deberá acreditar que fueron explicados y puestos 

razonablemente a disposición. 

El fortalecimiento de los cuidados paliativos debe considerarse parte inseparable de 

la reforma. La legalización sin capacidad institucional suficiente podría reproducir 

desigualdades territoriales y socioeconómicas. 

VII. Perspectiva de género y protección de personas vulnerables. 

En el final de la vida existen desigualdades que puedan afectar la autonomía: las 

mujeres suelen asumir de manera desproporcionada tareas de cuidado no 

remunerado y también pueden experimentar dependencia económica o presión 

familiar. Por ello, el procedimiento debe detector coerción, violencia, abandono y 

conflictos de interés.  

La evaluación social no debe operar como mecanismo paternalista para negar 

automáticamente la capacidad de las mujeres, personas mayores o personas con 

discapacidad. Su función será identificar condiciones externas que puedan 

distorsionar la voluntad y garantizar apoyos para la toma de decisiones. 

Las personas con discapacidad deberán contar con ajustes razonables, interpretes, 

formatos accesibles y sistemas aumentativos o alternativos de comunicación. La 

discapacidad, por sí misma, nunca constituirá una condición suficiente para acceder 

a la prestación. 



 
 
 
 
 
 
 
Cuando existan indicios de violencia familiar, patrimonial o económica, la tramitación 

deberá suspenderse temporalmente y activarse la intervención institucional 

correspondiente, sin prejuzgar sobre la decisión definitiva de la persona. 

 

VIII. Derecho Comparado. 

 

A. España 

España aprobó la Ley Orgánica 3/2021, de 24 de marzo, de regulación de la 

eutanasia, en vigor desde el 25 de junio de 2021.6 La ley define un procedimiento 

garantista, reconoce la prestación de ayuda para morir y establece requisitos 

vinculados con capacidad, información, solicitud voluntaria y existencia de 

enfermedad grave e incurable o padecimiento grave, crónico e imposibilitante. 

También prevé Comisiones de Garantía y Evaluación y objeción de conciencia 

sanitaria. 

El modelo español, combina una prestación incorporada al sistema sanitario con 

controles administrativos previos y posteriores.  

A. Países Bajos. 

El modelo neerlandés mantiene la eutanasia y el suicidio asistido dentro del derecho 

penal, pero establece una excepción para el medico que satisface criterios legales 

de debido cuidado. Entre ellos destacan la solicitud voluntaria y meditada, el 

sufrimiento insoportable sin perspectiva de mejoría, información al paciente, 

inexistencia de una alternativa razonable, consulta a un médico independiente y 

ejecución medicamente cuidadosa, la técnica es relevante porque muestra que la 

regulación puede estructurarse como una excepción estricta y verificable, no como 

una despenalización general.  

B. Canadá. 

Canadá regula la asistencia médica para morir mediante el Esquema Medico de 

Asistencia al Morir, y en inglés, Esquema Medical Asistence in Dylinj, (MAID).7 El 

sistema exige, entre otros requisitos, mayoría de edad, capacidad para decidir, 

solicitud voluntaria, consentimiento informado y una condición medica grave e 

 
6 https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2021-4628 
7 https://www.canada.ca/en/health-canada/services/health-services-benefits/medical-assistance-
dying.html 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2021-4628
https://www.canada.ca/en/health-canada/services/health-services-benefits/medical-assistance-dying.html
https://www.canada.ca/en/health-canada/services/health-services-benefits/medical-assistance-dying.html


 
 
 
 
 
 
 
irremediable. El modelo distingue salvaguardar, según la previsibilidad de la muerte 

natural y ha mantenido una regulación cautelosa respecto de los casos en que una 

enfermedad mental sea la única condición subyacente. 

C. Colombia. 

La Corte Constitucional de Colombia ha desarrollado una línea jurisprudencial sobre 

el derecho fundamental al morir dignamente. En la sentencia C-233 de 2021 
8resolvió que no se incurre en homicidio por piedad cuando la conducta es efectuada 

por un médico, existe consentimiento libre e informado y el paciente padece intenso 

sufrimiento o psíquico proveniente de lesión corporal o enfermedad grave e 

incurable.  

La legislación colombiana trata un sistema constitucional que se centra en la 

dignidad, autonomía, consentimiento y límites de la protección penal. 

 

IX. Salvaguardas del modelo propuesto. 

 

• Mayoría de edad y capacidad para decidir. 

• Solicitud personal, libre, informada, inequívoca y reiterada. 

• Dos solicitudes separadas, por al menos quince días naturales entre cada 

una. 

• Valoración por su médico tratante, medico responsable y/o medico consultor 

independiente. 

• Información sobre diagnósticos, pronostico, tratamientos y cuidados 

paliativos. 

• Evaluación especializada de capacidad cuando existan dudas razonables. 

• Detección de coacción, violencia, abandono y/o conflicto de interés. 

• Revisión previa por una Comisión de Garantía y Evaluación. 

• Consentimiento final inmediatamente antes del procedimiento, salvo 

supuestos reglamentarios muy delimitados de perdida sobrevenida de 

capacidad. 

• Derecho de revocación en cualquier momento y por cualquier medio 

inequívoco. 

• Objeción de conciencia individual, sin objeción institucional absoluta. 

• Registro Nacional Anonimizado, auditoria y publicación de informes. 

 
8 https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/C-233-21.htm 
 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/C-233-21.htm


 
 
 
 
 
 
 

• Sanciones y responsabilidad ordinaria cuando se incumplan requisitos 

sustanciales. 

 

X. Salud Mental. 

En una primera etapa regulatoria, la iniciativa propone que un trastorno mental no 

pueda constituir la única condición medica habilitante. Esta exclusión no implica 

presumir incapacidad de las personas con diagnostico psiquiátrico. Si un apersona 

reúne los requisitos por una enfermedad física grave y además presenta un 

trastorno mental, deberá evaluarse su capacidad individualmente. Cuando existan 

dudas razonables, será obligatoria la valoración por especialistas en psicología o 

salud mental. 

XI. Objeción de conciencia. 

La objeción de conciencia protege la libertad ética y religiosa del personal 

directamente involucrado, pero debe armonizarse con los derechos del paciente. Se 

propone que sea individual, previa y no obstructiva. Los establecimientos públicos 

no podrán declarar una objeción institucional general que haga imposible el acceso 

a una prestación reconocida por la ley. La autoridad sanitaria deberá organizar redes 

de referencia que eviten abandono o dilaciones indebidas. 

XII. Impacto Institucional y Presupuestario. 

La reforma requerirá de recursos para capacitación, integración de Comisiones de 

Garantía y Evaluación, sistemas de registro, auditoria clínica, fortalecimiento de 

cuidados paliativos y protocolos de referencia. No es técnicamente responsable 

afirmar que la reforma carece de impacto presupuestario. 

El Ejecutivo Federal deberá estimar el costo regulatorio y presupuestario durante la 

elaboración de disposiciones reglamentarias y del proyecto de Presupuesto de 

Egresos correspondiente. La implementación podrá aprovechar estructuras 

existentes de bioética, calidad y expediente clínico, pero requerirá recursos 

específicos para asegurar la independencia y trazabilidad. 

El eventual ahorro derivado de tratamientos no realizados no deberá considerarse 

objetivo ni indicador de éxito de la política. La decisión clínica y personal debe 

mantenerse separada de incentivos financieros de aseguradoras, hospitales, 

autoridades o familiares. 

La presente iniciativa no presenta a la eutanasia como sustituto de la medicina 

paliativa. Su lógica es excepcional: cuando una persona, mantiene una decisión 



 
 
 
 
 
 
 
libre e informada frente a una condición medica grave, después de conocer 

alternativas, el Estado puede establecer un procedimiento controlado que evite 

clandestinidad, arbitrariedad y desprotección. 

El derecho comparado demuestra que no existe un único modelo, España opto por 

una prestación sanitaria con comisiones de garantía, Países Bajos por una 

excepción penal condicionada a criterios de debido cuidado. Canadá por un 

esquema de asistencia médica para morir con salvaguardas diferenciadas; y 

Colombia ha construido el derecho a morir dignamente mediante jurisprudencia 

constitucional. México debe diseñar su propio modelo conforme su legislación, 

estructura federal y capacidades sanitarias. 

La iniciativa vincula expresamente la prestación con el fortalecimiento de cuidados 

paliativos, la detección de coacción, la independencia médica y la supervisión 

pública. 

En consecuencia, se propone sustituir la prohibición absoluta por una regulación 

excepcional, garantista, transparente y auditable, manteniendo la protección penal 

para toda conducta realizada fuera del marco legal. 

 

Ley General de Salud 

Texto Vigente Texto Propuesto 

 

 

 

Artículo 166 Bis 21.- Artículo 166 Bis 21. 

Queda prohibida, la práctica de la eutanasia, 

entendida como homicidio por piedad así 

como el suicidio asistido conforme lo señala 

el Código Penal Federal, bajo el amparo de 

esta ley. En tal caso se estará a lo que 

señalan las disposiciones penales 

aplicables. 

Sin correlativo 

 

Capitulo V. 

de la Prestación Médica de Ayuda para 
morir 

Artículo 166 Bis 21. La prestación médica de 
ayuda para morir podrá realizarse 
excepcionalmente, a solicitud personal, 
libre, informada, inequívoca y reiterada de 
una persona que reúna los requisitos 
previstos en este Título. Ninguna conducta 
realizada fuera de los requisitos y 
procedimientos establecidos en esta Ley 
quedara amparada por esta disposición. 

Artículo 166 Bis 22. Para efectos de este 

Título se entenderá por prestación medica 

de ayuda para morir, el conjunto de 



 
 
 
 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

Sin correlativo 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Sin correlativo 

 

 

 

actuaciones sanitarias legalmente 

autorizadas dirigida a producir, a petición 

de la persona solicitante, una muerte 

medicamente controlada con el propósito 

de poner fina a un sufrimiento derivado de 

una condición medica que reúna los 

requisitos de esta Ley. La Secretaría de 

Salud determinara en las disposiciones 

reglamentarias las modalidades clínicas 

autorizadas. 

Artículo 166 Bis 23. Podrá solicitar la 

prestación la persona que: 

I. Tenga dieciocho años cumplidos; 

II. Tenga capacidad para tomar 

decisiones al momento de 

formular la solicitud; 

III. Actúe libre de coacción; 

IV. Padezca una enfermedad grave e 

incurable o un padecimiento 

grave, crónico e imposibilitante 

que produzca sufrimiento físico o 

psíquico constante en intolerable 

para ella; 

V. Haya recibido información 

suficiente sobre diagnóstico, 

pronostico, tratamientos y 

cuidados paliativos; y  

VI. Cumpla el procedimiento 

establecido en este Capítulo. 

Artículo 166 Bis 24. La solicitud será 

personal, como regla general se formulará 

por escrito, con fecha y forma, ante un 

profesional sanitario. Cuando la persona no 

pueda escribir o firmar, podrá utilizar 

medios audiovisuales, tecnológicos, 

sistemas de comunicación accesible o 



 
 
 
 
 
 
 

 

 

 

 

Sin correlativo 

 

 

 

 

 

 

 

Sin correlativo 

 

 

 

 

 

 

 

Sin correlativo 

 

 

 

 

 

cualquier otro mecanismo que permita 

acreditar de manera inequívoca su voluntad. 

Ningún representante, familiar, heredero o 

tercero podrá sustituir la voluntad de una 

persona capaz.  

Artículo 166 Bis 25. La persona deberá 

formulas dos solicitudes separadas por un 

plazo mínimo de quince días naturales. El 

medico responsable podrá proponer la 

reducción de plazo cuando exista riesgo 

clínicamente acreditado de perdida 

inminente de capacidad o de fallecimiento, 

debiendo justificarlo por escrito y someterlo 

a revisión de la Comisión de Garantía y 

Evaluación. 

Artículo 166 Bis 26. Recibida la primera 

solicitud, el medico responsable realizara un 

proceso deliberativo con la persona 

solicitante y le informará, de forma clara, 

accesible y comprensible, su diagnóstico, 

pronostico, alternativas terapéuticas, 

medidas de soporte, atención psicológica 

disponible y cuidados paliativos. La 

información y la decisión de la persona se 

incorporarán al expediente clínico. 

Artículo 166 Bis 27. Después de la segunda 

solicitud, un médico consultor 

independiente revisará el expediente, 

examinará a la persona y emitirá dictamen 

escrito sobre el cumplimiento de los 

requisitos. El médico consultor no deberá 

depender jerárquicamente del médico 

responsable en términos que comprometan 

su independencia ni tener interés 

económico en el resultado. 



 
 
 
 
 
 
 

 

Sin correlativo 

 

 

 

 

 

 

Sin correlativo 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Sin correlativo 

 

 

 

 

Artículo 166 Bis 28. Cuando exista dudas 

razonables sobre la capacidad para otorgar 

consentimiento libre e informado, será 

obligatoria una valoración especializada. La 

existencia de discapacidad o de un 

diagnóstico de salud mental no presumirá 

por sí misma incapacidad. Deberá 

proporcionarse los apoyos y ajustes 

razonables necesarios. 

Artículo 166 Bis 29. No procederá la 

prestación cuando: 

I. Exista Coerción, amenaza, engaño o 

presión indebida; 

II. No pueda acreditarse capacidad o 

consentimiento valido; 

III. La pobreza, discapacidad, edad 

avanzada, dependencia o abandono 

constituyan por sí mismos la razón 

determinante; 

IV. No se haya informado y ofrecido 

acceso razonable a cuidados 

paliativos; 

V. Exista conflicto de interés prohibidos; 

VI. Un trastorno mental constituya la 

única condición medica habilitante; o 

VII. Falte cualquiera de los requisitos 

sustanciales de esta Ley. 

Artículo 166 Bis 30. La persona solicitante 

podrá revocar su petición en cualquier 

momento y por cualquier medio inequívoco. 

La revocación no requerirá motivación y 

producirá la suspensión inmediata del 

procedimiento. La presentación de una 

nueva solicitud posterior deberá iniciar un 

nuevo procedimiento. 



 
 
 
 
 
 
 

 

Sin correlativo 

 

 

 

 

 

 

Sin correlativo 

 

 

 

 

 

 

Sin correlativo 

 

 

 

 

 

 

Sin correlativo 

 

 

 

Artículo 166 Bis 31. Se crearán Comisiones 

de Garantía y Evaluación de la Prestación 

Médica de Ayuda para Morir con integración 

interdisciplinaria y autonomía técnica. 

Contarán, al menos, con profesionales de 

medicina, derecho, bioética, psicología o 

psiquiatría y trabajo social. Su integración, 

competencia territorial, recusaciones, 

plazos y reglas de funcionamiento serán 

determinadas.   

Artículo 166 Bis 32. La Comisión verificará, 

antes de la realización del procedimiento, el 

cumplimiento de los requisitos legales 

mediante la revisión de dos integrantes de 

disciplinas distintas. En caso de desacuerdo 

o duda sustancial, el asunto será sometido 

al pleno de la Comisión. Las resoluciones 

deberán ser fundadas, motivadas y 

notificadas con oportunidad. 

Artículo 166 Bis 33. Inmediatamente antes 

de la prestación, el profesional responsable 

confirmará que la persona conserva su 

voluntad y recabará consentimiento final. Si 

la persona expresa duda, rechazo o 

revocación, el procedimiento no podrá 

realizarse. Las excepciones por perdida 

sobrevenida de capacidad solo podrán 

establecerse expresamente por ley y no por 

disposición administrativa. 

Artículo 166 Bis 34. El personal sanitario 

directamente involucrado podrá ejercer 

objeción de conciencia en los términos de 

esta Ley y las disposiciones aplicables. 

La objeción será individual, previa y no 

podrá traducirse en abandono, 



 
 
 
 
 
 
 

 

 

 

 

Sin correlativo 

 

 

 

 

 

 

 

 

Sin correlativo 

 

 

 

 

 

 

discriminación, ocultamiento de 

información o demora injustificada. Las 

instituciones públicas garantizarán 

mecanismos de referencia y continuidad de 

la atención. 

Artículo 166 Bis 35. La Secretaría de Salud 

establecerá el Registro Nacional de 

Prestaciones Médicas de Ayuda para Morir. 

El registro utilizara información 

anonimizada para evaluación, estadística, 

vigilancia y transparencia. Se publicará 

anualmente un informe con número de 

solicitudes, autorizaciones, negativas, 

revocaciones, rangos de edad, grupos 

diagnósticos, entidades federativas, 

tiempos de resolución e incidencias, sin 

revelar datos personales. 

Artículo 166 Bis 36. Toda persona 

conservara el derecho a cuidados paliativos 

antes, durante y después de la tramitación 

de una solicitud. Ninguna institución 

pública, privada, aseguradora, familiar o 

tercero podrá ofrecer incentivos 

económicos, condicionar prestaciones, 

ejercer presión o producir una desventaja 

por solicitar, rechazar o revocar la 

prestación. Las infracciones darán lugar a 

las responsabilidades administrativas, 

civiles y penales que correspondan.  

 

Código Penal Federal 

Texto Vigente Texto Propuesto 

Artículo 312.- El que prestare auxilio o 

indujere a otro para que se suicide, será 
Artículo 312.- … 



 
 
 
 
 
 
 

 

Con base en las razones expuestas y con fundamento en lo dispuesto por los 

artículos 71, fracción II; y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y por los artículos 6, numeral 1, fracción I y 77 del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, someto a consideración de esta Asamblea la presente 

Iniciativa con proyecto de:  

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General 
de Salud y del Código Penal Federal, en materia de muerte digna, eutanasia 
voluntaria y prestación médica de ayuda para morir, al tenor de la siguiente: 

castigado con la pena de uno a cinco años de 

prisión; si se lo prestare hasta el punto de 

ejecutar él mismo la muerte, la prisión será de 

cuatro a doce años.  

 

 

Sin correlativo 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

No constituirá delito la conducta realizada 

por un profesional de la salud legalmente 

autorizado cuando se lleve a cabo dentro 

de un procedimiento de prestación médica 

de ayuda para morir y se hayan cumplido 

íntegramente los requisitos, controles y 

autorizaciones establecidas en la Ley 

General de Salud. 

La exclusión de responsabilidad prevista 

en el párrafo anterior no será aplicable 

cuando exista coacción, engaño, 

falsificación, simulación, conflicto de 

interés prohibido, ausencia de 

consentimiento valido o incumplimiento 

sustancial del procedimiento. 

Las conductas realizadas al margen del 

procedimiento legal serán investigadas y, 

en su caso, sancionadas conforme las 

disposiciones penales aplicables. 

 



 
 
 
 
 
 
 
Artículo Primero: se reforma el artículo 166 Bis 21 y se adiciona un Capítulo V, 
denominado “De la Prestación Médica de Ayuda para Morir”, al Título Octavo Bis de 
la Ley General de Salud integrado por los artículos 166 Bis 22 a 166 Bis 36, para 
quedar como sigue: 

Capitulo V. 

de la Prestación Médica de Ayuda para morir 

Artículo 166 Bis 21. La prestación médica de ayuda para morir podrá realizarse 
excepcionalmente, a solicitud personal, libre, informada, inequívoca y reiterada de 
una persona que reúna los requisitos previstos en este Título. Ninguna conducta 
realizada fuera de los requisitos y procedimientos establecidos en esta Ley quedara 
amparada por esta disposición. 

Artículo 166 Bis 22. Para efectos de este Título se entenderá por prestación 

medica de ayuda para morir, el conjunto de actuaciones sanitarias legalmente 

autorizadas dirigida a producir, a petición de la persona solicitante, una muerte 

medicamente controlada con el propósito de poner fina a un sufrimiento derivado 

de una condición medica que reúna los requisitos de esta Ley. La Secretaría de 

Salud determinara en las disposiciones reglamentarias las modalidades clínicas 

autorizadas. 

Artículo 166 Bis 23. Podrá solicitar la prestación la persona que: 

VII. Tenga dieciocho años cumplidos; 

VIII. Tenga capacidad para tomar decisiones al momento de formular la 

solicitud; 

IX. Actúe libre de coacción; 

X. Padezca una enfermedad grave e incurable o un padecimiento grave, 

crónico e imposibilitante que produzca sufrimiento físico o psíquico 

constante en intolerable para ella; 

XI. Haya recibido información suficiente sobre diagnóstico, pronostico, 

tratamientos y cuidados paliativos; y  

XII. Cumpla el procedimiento establecido en este Capítulo. 

Artículo 166 Bis 24. La solicitud será personal, como regla general se formulará 

por escrito, con fecha y forma, ante un profesional sanitario. Cuando la persona no 

pueda escribir o firmar, podrá utilizar medios audiovisuales, tecnológicos, sistemas 

de comunicación accesible o cualquier otro mecanismo que permita acreditar de 

manera inequívoca su voluntad. Ningún representante, familiar, heredero o tercero 

podrá sustituir la voluntad de una persona capaz.  



 
 
 
 
 
 
 
Artículo 166 Bis 25. La persona deberá formulas dos solicitudes separadas por un 

plazo mínimo de quince días naturales. El medico responsable podrá proponer la 

reducción de plazo cuando exista riesgo clínicamente acreditado de perdida 

inminente de capacidad o de fallecimiento, debiendo justificarlo por escrito y 

someterlo a revisión de la Comisión de Garantía y Evaluación. 

Artículo 166 Bis 26. Recibida la primera solicitud, el medico responsable realizará 

un proceso deliberativo con la persona solicitante y le informará, de forma clara, 

accesible y comprensible, su diagnóstico, pronostico, alternativas terapéuticas, 

medidas de soporte, atención psicológica disponible y cuidados paliativos. La 

información y la decisión de la persona se incorporarán al expediente clínico. 

Artículo 166 Bis 27. Después de la segunda solicitud, un médico consultor 

independiente revisará el expediente, examinará a la persona y emitirá dictamen 

escrito sobre el cumplimiento de los requisitos. El médico consultor no deberá 

depender jerárquicamente del médico responsable en términos que comprometan 

su independencia ni tener interés económico en el resultado. 

Artículo 166 Bis 28. Cuando exista dudas razonables sobre la capacidad para 

otorgar consentimiento libre e informado, será obligatoria una valoración 

especializada. La existencia de discapacidad o de un diagnóstico de salud mental 

no presumirá por si misma incapacidad. Deberá proporcionarse los apoyos y ajustes 

razonables necesarios. 

Artículo 166 Bis 29. No procederá la prestación cuando: 

VIII. Exista Coerción, amenaza, engaño o presión indebida; 
IX. No pueda acreditarse capacidad o consentimiento valido; 

X. La pobreza, discapacidad, edad avanzada, dependencia o abandono 

constituyan por sí mismos la razón determinante; 

XI. No se haya informado y ofrecido acceso razonable a cuidados paliativos; 
XII. Exista conflicto de interés prohibidos; 

XIII. Un trastorno mental constituya la única condición medica habilitante; o 
XIV. Falte cualquiera de los requisitos sustanciales de esta Ley. 

Artículo 166 Bis 30. La persona solicitante podrá revocar su petición en cualquier 

momento y por cualquier medio inequívoco. La revocación no requerirá motivación 

y producirá la suspensión inmediata del procedimiento. La presentación de una 

nueva solicitud posterior deberá iniciar un nuevo procedimiento. 



 
 
 
 
 
 
 
Artículo 166 Bis 31. Se crearán Comisiones de Garantía y Evaluación de la 

Prestación Médica de Ayuda para Morir con integración interdisciplinaria y 

autonomía técnica. Contarán, al menos, con profesionales de medicina, derecho, 

bioética, psicología o psiquiatría y trabajo social. Su integración, competencia 

territorial, recusaciones, plazos y reglas de funcionamiento serán determinadas.   

Artículo 166 Bis 32. La Comisión verificará, antes de la realización del 

procedimiento, el cumplimiento de los requisitos legales mediante la revisión de dos 

integrantes de disciplinas distintas. En caso de desacuerdo o duda sustancial, el 

asunto será sometido al pleno de la Comisión. Las resoluciones deberán ser 

fundadas, motivadas y notificadas con oportunidad. 

Artículo 166 Bis 33. Inmediatamente antes de la prestación, el profesional 

responsable confirmará que la persona conserva su voluntad y recabará 

consentimiento final. Si la persona expresa duda, rechazo o revocación, el 

procedimiento no podrá realizarse. Las excepciones por perdida sobrevenida de 

capacidad solo podrán establecerse expresamente por ley y no por disposición 

administrativa. 

Artículo 166 Bis 34. El personal sanitario directamente involucrado podrá ejercer 

objeción de conciencia en los términos de esta Ley y las disposiciones aplicables. 

La objeción será individual, previa y no podrá traducirse en abandono, 

discriminación, ocultamiento de información o demora injustificada. Las instituciones 

públicas garantizarán mecanismos de referencia y continuidad de la atención. 

Artículo 166 Bis 35. La Secretaría de Salud establecerá el Registro Nacional de 

Prestaciones Médicas de Ayuda para Morir. El registro utilizara información 

anonimizada para evaluación, estadística, vigilancia y transparencia. Se publicará 

anualmente un informe con número de solicitudes, autorizaciones, negativas, 

revocaciones, rangos de edad, grupos diagnósticos, entidades federativas, tiempos 

de resolución e incidencias, sin revelar datos personales. 

Artículo 166 Bis 36. Toda persona conservara el derecho a cuidados paliativos 

antes, durante y después de la tramitación de una solicitud. Ninguna institución 

pública, privada, aseguradora, familiar o tercero podrá ofrecer incentivos 

económicos, condicionar prestaciones, ejercer presión o producir una desventaja 

por solicitar, rechazar o revocar la prestación. Las infracciones darán lugar a las 

responsabilidades administrativas, civiles y penales que correspondan.  



 
 
 
 
 
 
 
Artículo Segundo: se adiciona un segundo, tercer y cuarto párrafos al artículo 312 
del Código Penal Federal, para quedar como sigue: 

Artículo 312. … 

No constituirá delito la conducta realizada por un profesional de la salud legalmente 

autorizado cuando se lleve a cabo dentro de un procedimiento de prestación médica 

de ayuda para morir y se hayan cumplido íntegramente los requisitos, controles y 

autorizaciones establecidas en la Ley General de Salud. 

La exclusión de responsabilidad prevista en el párrafo anterior no será aplicable 

cuando exista coacción, engaño, falsificación, simulación, conflicto de interés 

prohibido, ausencia de consentimiento valido o incumplimiento sustancial del 

procedimiento. 

Las conductas realizadas al margen del procedimiento legal serán investigadas y, 

en su caso, sancionadas conforme las disposiciones penales aplicables. 

Disposiciones Transitorias. 

PRIMERO. El presente decreto entrará a los ciento ochenta días naturales 

siguientes de la publicación de este Decreto en el Diario Oficial de la Federación. 

SEGUNDO. El Ejecutivo Federal deberá expedir o adecuar las disposiciones 

reglamentarias dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes a la 

publicación del presente decreto. 

TERCERO. La Secretaría de Salud deberá emitir, antes de la entrada en operación 

de la prestación, los protocolos clínicos, formatos de consentimiento, reglas de 

independencia médica, criterios de evaluación de capacidad, mecanismos de 

referencia y lineamientos de auditoría. 

CUARTO. Las Comisiones de Garantía y evaluación deberán quedar instaladas 

dentro de los nueve meses siguientes a la publicación del Decreto. 

QUINTO. El registro Nacional de Prestaciones Médicas de Ayuda para Morir deberá 

entrar en funcionamiento dentro de los doce meses siguientes a la publicación del 

Decreto. 

SEXTO. La Secretaría de Salud y las instituciones del Sistema Nacional de Salud 

implementarán programas de capacitación obligatoria en cuidados paliativos, 

bioética, consentimiento informado, derechos humanos, discapacidad, perspectiva 

de género y detección de coacción. 



 
 
 
 
 
 
 
SEPTIMO. La Secretaría de Salud presentara al Congreso de la Unión, dentro de 

dieciocho meses siguientes a la entrada en vigor, un diagnóstico nacional de 

cobertura y brechas de acceso a cuidados paliativos, con propuestas 

presupuestarias para su fortalecimiento. 

OCTAVO. Las entidades federativas realizarán, en el ámbito de sus competencias, 

las adecuaciones normativas y administrativas necesarias. 

NOVENO. Ninguna disposición del presente Decreto podrá interpretarse en el 

sentido de reducir el derecho de las personas a recibir tratamiento, rehabilitación, 

cuidados paliativos, atención de salud mental, apoyos para discapacidad o 

protección contra la violencia. 

DÉCIMO. A los tres años de entrada en vigor, la Secretaría de Salud remitirá al 

Congreso una evaluación integral de implementación, con datos anonimizados, 

desigualdades territoriales, incidencias objeción de conciencia, acceso a cuidados 

paliativos y recomendaciones de mejora. 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 04 de septiembre de 2026. 
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE EXPIDE LA LEY PARA EL 

FOMENTO Y REGULACIÓN DE LA ANALÍTICA DE DATOS EN ESPACIOS 

FÍSICOS 

 

La que suscribe, Clara Cárdenas Galván Diputada Federal de la LXVI Legislatura 

del Honorable Congreso de la Unión e integrante del Grupo Parlamentario de 

MORENA, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la Fracción I numeral 1 

del artículo 6 y los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, 

presento ante esta Soberanía, la siguiente INICIATIVA CON PROYECTO DE 

DECRETO QUE EXPIDE LA LEY PARA EL FOMENTO Y REGULACIÓN DE LA 

ANALÍTICA DE DATOS EN ESPACIOS FÍSICOS, al tenor de la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

La transformación digital ha dejado de circunscribirse al entorno virtual para 

instalarse en los espacios físicos que habitamos cotidianamente: tiendas, centros 

comerciales, estadios, transportes y edificios públicos. Sensores, cámaras con 

inteligencia artificial, sistemas de conteo y rastreo, que permiten hoy medir con 

enorme precisión el comportamiento de las personas: su recorrido, tiempo de 

permanencia, interacción con productos, afluencia y patrones de movimiento.  

 

Esta tecnología representa una oportunidad histórica para elevar la productividad, 

mejorar la experiencia de las personas usuarias y generar conocimiento para la 

toma de decisiones. Sin embargo, su despliegue carece hoy en México de un marco 

normativo específico, claro y equilibrado: que fomente su desarrollo sin sacrificar los 

derechos fundamentales de quienes transitan por esos espacios. 

 

Actualmente, la regulación se limita a disposiciones generales dispersas, la 

Constitución, la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los 

Particulares, lineamientos de carácter administrativo, que no fueron concebidas 
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para responder a las particularidades de la analítica de datos en espacios físicos. 

Esto genera tres problemas centrales: 

 

 

 

Por otro lado, países pioneros como Singapur han convertido la economía de datos 

en política de Estado. Su Ley de Protección de Datos Personales (PDPA) combina 

de forma virtuosa la promoción de la innovación tecnológica con garantías sólidas 

de los derechos de las personas, posicionándolos como referente global. México 

tiene ante sí la oportunidad de trazar un camino propio, alineado con los más altos 

estándares internacionales: el Convenio 108 del Consejo de Europa, los principios 

del Reglamento General de Protección de Datos de la Unión Europea, y las 

directrices de la OCDE en materia de inteligencia artificial y derechos humanos. 

  

El sector comercial, de servicios y turístico, especialmente las micro, pequeñas y 

medianas empresas, que representan más del 99% de las unidades económicas 

del país, encontraría en la analítica de datos una herramienta poderosa para 

Incertidumbre jurídica:

•Las empresas no saben
con certeza qué pueden
hacer, qué deben
cumplir y qué prácticas
están prohibidas, lo que
frena inversiones y
adopción tecnológica.

Vulnerabilidad de las
personas:

•Sin reglas claras, se
corre el riesgo de
recabar, almacenar y
comercializar
información —incluida
información sensible o
biométrica— sin
consentimiento libre,
informado y expreso,
erosionando el derecho
a la intimidad y la
protección de datos
personales consagrados
en los artículos 6° y 16
de la Constitución
Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

Falta de confianza social:

•La percepción de
opacidad y riesgo
disuade a la ciudadanía
de aceptar estas
tecnologías, privando al
país de sus beneficios
económicos y sociales.
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optimizar recursos, personalizar la atención, reducir desperdicios y competir en 

mejores condiciones. Se estima que la adopción responsable de estas tecnologías 

podría incrementar la productividad del sector hasta en un 22% en un periodo de 

cinco años, generar miles de empleos especializados y atraer inversión nacional y 

extranjera. Pero todo esto solo es posible si la innovación se construye sobre la 

base de la protección de las personas, no a costa de ella. 

 

La presente iniciativa se fundamenta directamente en: 

 

Adicionalmente, esta Ley se sustenta en nueve principios irrenunciables, que 

trascienden lo meramente operativo para constituirse en su ética fundacional: 

  

1. Dignidad humana y primacía de la persona: La protección de los derechos 

y libertades fundamentales estará siempre por encima de cualquier interés 

económico. 

•Derecho al acceso a las tecnologías de la información y a la protección de datos personales.

Artículo 6° constitucional:

•Garantiza el derecho a la intimidad, a la vida privada y a la protección de datos personales.

Artículo 16 constitucional:

•Obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.

Artículo 1° constitucional:

•Artículo 11 del Pacto de San José de Costa Rica; Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 
Principios sobre Inteligencia Artificial y Derechos Humanos de la ONU.

Tratados internacionales:

•Base normativa mínima que esta iniciativa refuerza y adapta.

Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares:

•Se articula de manera complementaria con las propuestas de Ley General de Inteligencia Artificial y de 
Ley General de Derechos Digitales, integrándose al sistema normativo en construcción

Iniciativas en curso:
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2. Licitud, lealtad y transparencia: El tratamiento debe realizarse de manera 

legal, honesta y con absoluta claridad. 

3. Minimización y limitación de finalidad: Solo se recabará la información 

estrictamente necesaria para el fin declarado, legítimo y específico. 

4. Anonimización por defecto y desde el origen: Se promoverá como política 

pública superior la anonimización irreversible de los datos desde el momento 

mismo de su recolección. 

5. Consentimiento libre, expreso, informado, específico e inequívoco: 

Ningún tratamiento que implique datos personales podrá realizarse sin 

consentimiento otorgado con plena libertad. El silencio o la mera utilización 

del espacio nunca se considerarán consentimiento. 

6. Proporcionalidad y no discriminación: Los sistemas no podrán generar 

discriminación ni afectar el ejercicio de derechos fundamentales. 

7. Responsabilidad proactiva: Recae en quien trata datos la carga de 

demostrar el cumplimiento de principios. 

8. Privacidad por diseño: Los sistemas se concebirán desde su arquitectura 

técnica con las máximas garantías de seguridad y protección. 

9. Transparencia y rendición de cuentas: Toda persona tendrá derecho a 

conocer en tiempo real qué datos se recaban, con qué fin y dónde se 

almacenan. 

Y como medidas específicas de protección de los derechos de las personas, la 

iniciativa incorpora garantías concretas que fortalecen la legislación vigente: 

 

Garantías Observaciones 

Información previa y 

visible:  

En todo acceso al espacio físico se informará de 

manera clara, legible, visible y previa al ingreso la 

existencia, alcance, tipo de datos recabados, 

finalidad y responsable del tratamiento. 
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Evaluaciones de impacto 

obligatorias: 

Todo tratamiento de alto riesgo requerirá una 

evaluación previa de impacto en protección de datos 

personales, que será pública. 

Notificación de brechas 

de seguridad:  

Cualquier vulneración que ponga en riesgo los datos 

personales deberá notificarse a la Procuraduría 

Federal del Consumidor y a las personas afectadas 

en un plazo máximo de 72 horas. 

No exclusión: Ninguna persona podrá ser excluida del acceso al 

espacio público o comercial por el ejercicio de sus 

derechos de protección de datos. 

 

El distintivo "Tecnología de Datos Responsables" articula el cumplimiento normativo 

con los incentivos económicos. Su expedición, revalidación y verificación 

constituyen servicios públicos prestados por el Estado, por lo que quienes reciben 

el beneficio pagan una contraprestación proporcional al costo del servicio, conforme 

al artículo 31, fracción IV, de la Constitución. No se trata de impuestos nuevos, sino 

de derechos, figura jurídica ya consolidada en el derecho mexicano. 

  

Lo que hace virtuoso este modelo es el destino de los recursos: el 25% se reinvierte 

en apoyos directos a las MIPYMES; el 15% se destina al fortalecimiento de la 

ciberseguridad nacional; y el 5% a transparencia y rendición de cuentas. El sistema 

se autosustenta y, al mismo tiempo, amplía su propio alcance social. 

  

Sin duda, con esta Ley, México contará con un marco normativo de vanguardia que: 

 

● Protege de forma efectiva el derecho a la intimidad y la protección de datos 

personales de todas las personas. 

● Da seguridad jurídica a las empresas y fomenta la inversión. 

● Facilita la adopción tecnológica por parte de las MIPYMES. 
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● Posiciona a México como referente regional en regulación de datos e 

inteligencia artificial. 

● Genera recursos para el Estado sin incrementar la carga fiscal general, sino 

mediante contraprestaciones justas y proporcionales. 

 

La presente Ley se diseña bajo el principio de que los servicios que el Estado presta 

en ejercicio de sus funciones públicas: evaluación, certificación, verificación y 

seguimiento, deben ser cubiertos por quienes los reciben, a través de contribuciones 

que guarden relación con el costo del servicio, conforme al artículo 31 fracción IV 

de la Constitución y a la Ley Federal de Derechos.  

 

De esta forma, el sistema se autosustenta: los ingresos por certificación financian la 

propia operación, mejoran la infraestructura de seguridad digital y reducen la carga 

sobre el presupuesto general. 

  

Elemento de la 
propuesta 

Impacto para el proyecto 

Reconocimiento de 
estándares de 
Singapur 

Su respaldo desde Singapur deja de ser solo una ventaja comercial y se 
convierte en cumplimiento legalmente reconocido en México 

Certificación oficial Obtienen un distintivo gubernamental que valida ante clientes e 
inversores su modelo de operación 

Incentivos fiscales y 
financieros 

Acceso a beneficios concretos que reducen barreras de adopción para 
sus clientes 

Claridad sobre 
anonimización 

Se establece legalmente que los datos anonimizados no son datos 
personales, lo que reduce riesgos operativos y abre camino a la 
innovación 

Programas para 
MIPYMES 

Se crea un mercado más amplio al facilitar que pequeñas y medianas 
empresas adopten la tecnología 

Coordinación México-
Singapur 

Se abre la puerta a acuerdos de cooperación técnica, transferencia de 
conocimiento y atracción de inversión 

Fuente: elaboración propia KAAC. 
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Funcionamiento del modelo de ingresos 
Concepto Naturaleza Jurídica Cuota estimada de referencia*  

Evaluación inicial y expedición 
del distintivo 

Derecho (Ley Federal de 
Derechos, Art. 5°) 

$15,000 – $45,000 MXN según 
tamaño de empresa 

Revalidación anual del 
certificado 

Derecho 50% del valor de expedición 

Visita de verificación o 
auditoría complementaria 

Derecho $8,500 – $18,000 MXN por visita 

Evaluación de estándares 
internacionales equivalentes 

Aprovechamiento $12,000 – $25,000 MXN  

Emisión de duplicado o 
modificación del certificado 

Derecho $1,500 MXN 

Fuente: elaboración propia KAAC 
* Las cuotas exactas las determinará Hacienda al modificar la Ley Federal de Derechos, como ocurre con 
certificaciones de seguridad, salud, ambiente y aviación. 

 
Proyección de ingresos — Ejemplo hipotético 

Etapa Empresas certificadas Ingreso anual estimado 
Etapa Empresas certificadas Ingreso anual estimado 

Año 1 — Lanzamiento 50 empresas (grandes) $1.5 – $2.5 millones MXN 

Año 2 — Expansión 200 empresas + revalidaciones $8 – $12 millones MXN 

Año 3 — 
Consolidación 

500 empresas + MIPYMES 
parciales 

$25 – $35 millones MXN 

Año 5 — Mercado 
maduro 

1,200+ empresas $70 – $100 millones MXN 
anuales 

 

Y lo más importante: el 25% de esos ingresos se reinvierte en apoyos para las 
MIPYMES, creando un círculo virtuoso: 
 

 
 

las empresas 
grandes pagan la 

certificación.

esos fondos ayudan 
a las pequeñas a 

adoptar la 
tecnología.

el mercado crece.

más empresas se 
certifican.

más recursos para 
el fondo.

más adopción
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No se trata de elegir entre innovación y derechos humanos: se trata de 

construir innovación con derechos humanos como cimiento. Esta es la visión 

de la Cuarta Transformación, un desarrollo tecnológico que ponga a la 

persona humana en el centro, que genere riqueza compartida y que garantice 

que el progreso no se logre a costa de la libertad, la privacidad ni la dignidad 

de nadie. 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consideración de esta H. 

Asamblea el presente proyecto de Iniciativa por la que se expide la INICIATIVA CON 

PROYECTO DE DECRETO QUE EXPIDE LA LEY PARA EL FOMENTO Y 

REGULACIÓN DE LA ANALÍTICA DE DATOS EN ESPACIOS FÍSICOS. 

 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO 

 

ARTÍCULO PRIMERO. Se expide la LEY PARA EL FOMENTO Y REGULACIÓN 

DE LA ANALÍTICA DE DATOS EN ESPACIOS FÍSICOS. 

  

CAPÍTULO I — Disposiciones Generales 

Artículo 1. La presente Ley tiene por objeto: 

 

I. Fomentar el desarrollo, adopción e inversión en tecnologías de 

analítica de datos, inteligencia artificial y medición de comportamiento en 

espacios físicos, como motor de productividad y competitividad en el sector 

comercial, de salud, de servicios y turístico; 

II. Establecer un marco claro de derechos, obligaciones y garantías para 

las personas cuyos datos puedan ser recabados o procesados en estos 

espacios, con base en los principios de dignidad humana, privacidad por 

diseño y anonimización por defecto; 
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III. Reconocer y promover estándares internacionales de protección de 

datos, ciberseguridad y buenas prácticas como base de confianza para la 

inversión y el desarrollo tecnológico; 

IV. Crear mecanismos de certificación, incentivos y acompañamiento 

para las empresas que operen con apego a esta Ley; 

V. Garantizar que el tratamiento de datos en espacios físicos no 

menoscabe los derechos humanos, la igualdad y la no discriminación. 

  

Artículo 2. Para efectos de esta Ley se entenderá por: 

 

● Analítica de datos en espacios físicos: Tecnologías que permiten 

recolectar, procesar y analizar información de afluencia, recorrido, 

permanencia, interacción con productos y comportamiento general de 

personas en instalaciones comerciales, de servicios o de acceso 

público, mediante dispositivos digitales, sensores, visión artificial o 

inteligencia artificial. 

● Datos anonimizados: Información tratada mediante procesos técnicos 

irreversibles, de manera que no sea posible identificar, directa o 

indirectamente, a una persona física. Los datos debidamente 

anonimizados no se considerarán datos personales. 

●  Datos personales: Cualquier información concerniente a una persona 

física identificada o identificable, conforme a la Ley Federal de 

Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares. 

● Datos personales sensibles: Aquellos que se refieran al origen racial 

o étnico, estado de salud presente y futuro, información genética, 

creencias religiosas, filosóficas y políticas, opiniones políticas, 

afiliación sindical, convicciones filosóficas y preferencia sexual, 

conforme a la legislación vigente. 
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● Tratamiento: Cualquier operación o conjunto de operaciones sobre 

datos personales o anonimizados, tales como la recolección, registro, 

organización, conservación, elaboración, modificación, extracción, 

consulta, utilización, difusión, supresión o destrucción. 

● Responsable del tratamiento: Persona física o moral de carácter 

privado o público que decide sobre el tratamiento de los datos. 

● Sistema de bajo impacto: Tecnología que no almacena imágenes 

identificables, no realiza reconocimiento facial ni identificación 

biométrica, y opera exclusivamente con datos anonimizados y 

agregados de afluencia y movimiento. 

● Espacio de acceso público: Aquellas instalaciones de uso comercial, 

de servicios, turístico o institucional, abiertas al público en general o a 

un universo determinado de personas.  

  

CAPÍTULO II — De los Principios, Derechos y Garantías de las Personas 

  

Artículo 3. Principios rectores del tratamiento de datos: El tratamiento de 

datos regulado por esta Ley se regirá por los principios de dignidad humana, 

licitud, lealtad, transparencia, minimización de datos, limitación de finalidad, 

exactitud, limitación de almacenamiento, integridad y confidencialidad, 

responsabilidad, privacidad por diseño y anonimización por defecto. En todo 

caso, la protección de los derechos fundamentales de las personas 

prevalecerá sobre cualquier interés económico o comercial. 

 

Artículo 4. Transparencia e información al público 

I. En todo punto de ingreso al espacio físico, así como en sitios visibles al 

interior del mismo, se colocará de forma clara, legible, permanente y previa 

al ingreso un aviso que indique: 

a) La existencia de sistemas de recolección y análisis de datos; 
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b) El tipo de información que se recaba; 

c) La finalidad o finalidades del tratamiento; 

d) La identidad y datos de contacto del responsable del tratamiento; 

e) El carácter voluntario u obligatorio del tratamiento; 

f) Los mecanismos disponibles para ejercer los derechos de acceso, 

rectificación, cancelación y oposición; 

g) La vigencia de conservación de los datos. 

II. El aviso será redactado en lenguaje sencillo y comprensible, con 

caracteres visibles y, en su caso, disponible en formatos accesibles para 

personas con discapacidad. 

III. El mero ingreso al espacio nunca se considerará consentimiento para el 

tratamiento de datos personales. 

  

Artículo 5. Consentimiento para el tratamiento de datos personales 

I. Ningún tratamiento que implique datos personales podrá realizarse sin el 

consentimiento libre, expreso, informado, específico e inequívoco del titular. 

Deberá otorgarse por escrito o mediante declaración verbal o afirmativa clara 

que manifieste voluntad libre, sin que el silencio, la omisión o la aceptación 

de un contrato o servicio sean suficientes para presumirlo. 

II. El consentimiento será específico para cada finalidad determinada. 

Cuando el tratamiento persiga varios fines, el consentimiento deberá 

otorgarse para cada uno de ellos de manera separada. 

III. El titular tendrá derecho a revocar su consentimiento en cualquier 

momento, sin que se le atribuyan efectos negativos ni se le niegue el acceso 

al espacio o servicio. La revocación deberá ser atendida en un plazo no 

mayor a 15 días hábiles. 

IV. Queda prohibido condicionar el acceso al espacio, producto o servicio al 

otorgamiento del consentimiento para el tratamiento de datos personales, 
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salvo que sea estrictamente indispensable para la prestación del servicio y 

así se justifique de forma fehaciente. 

 

Artículo 6. Tratamiento de datos biométricos y de identificación 

I. Queda prohibido el uso de sistemas de reconocimiento facial, identificación 

biométrica, huellas dactilares, escaneo de iris o cualquier tecnología dirigida 

a identificar o rastrear a personas individuales en espacios de acceso público, 

sin el consentimiento expreso, por escrito y específico del titular, salvo 

mandato judicial o disposición legal expresa en materia de seguridad pública. 

II. Los datos biométricos se considerarán siempre datos personales 

sensibles. Su tratamiento se limitará al mínimo indispensable, se aplicarán 

medidas de seguridad reforzadas y se destruirán una vez cumplida la 

finalidad para la cual fueron recabados. En ningún caso podrán ser 

compartidos, comercializados o transferidos sin autorización expresa del 

titular. 

 

Artículo 7. Derechos de las personas (ARCO y garantías complementarias) 

I. Toda persona tendrá los derechos de acceso, rectificación, cancelación y 

oposición respecto de sus datos personales, los cuales se ejercerán de 

manera gratuita, ágil y sin requisitos innecesarios, conforme a lo dispuesto 

por la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los 

Particulares, con las siguientes precisiones: 

a) Acceso: Derecho a conocer qué datos personales se tienen del titular, su 

origen, las finalidades del tratamiento y las personas o instituciones a las que 

se hayan comunicado o podido comunicar; 

b) Rectificación: Derecho a solicitar la corrección de datos inexactos, 

incompletos o desactualizados; 
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c) Cancelación: Derecho a solicitar la supresión de los datos cuando resulten 

innecesarios, excesivos, se haya extinguido la finalidad que los justificaba o 

se haya revocado el consentimiento; 

d) Oposición: Derecho a oponerse al tratamiento de sus datos personales, 

aun habiendo otorgado consentimiento, por motivos legítimos y fundados 

relativos a su situación particular. 

II. Las solicitudes de ejercicio de derechos deberán resolverse en un plazo 

máximo de 15 días hábiles, contados desde su presentación. Dicho plazo 

podrá ampliarse por una sola vez por un periodo igual cuando así lo 

justifiquen las circunstancias. 

III. Las personas contarán además con los siguientes derechos 

complementarios: 

a) A no ser objeto de una decisión basada únicamente en tratamiento 

automatizado que produzca efectos jurídicos o le afecte significativamente; 

b) A conocer, de forma comprensible, la lógica, los criterios y la importancia 

de los datos utilizados en los sistemas de inteligencia artificial que generen 

decisiones automatizadas; 

c) A presentar denuncias ante la Procuraduria Federal del consumidor 

cuando considere vulnerados sus derechos; 

d) A no ser discriminada ni excluida del acceso al espacio por el ejercicio de 

sus derechos de protección de datos. 

  

Artículo 8. Anonimización como política pública y regla general 

I. El Estado promoverá como preferencia normativa superior que las 

tecnologías de analítica en espacios físicos operen con datos anonimizados 

desde su origen, de forma que no sea posible identificar a persona alguna ni 

realizar seguimiento individualizado. 

II. Cuando los datos sean anonimizados mediante procesos técnicos 

irreversibles y debidamente certificados por la autoridad competente, la 



 
 

  

E. KAAC 
Av. Congreso de la Unión 66, Col. El Parque, Alcaldía Venustiano Carranza, CP. 15960, Ciudad México, Edificio B Nivel 2. 

Oficina 215, ext. 61330, 61350, clara.cardenas@diputados.gob.mx 

información tendrá el carácter de información estadística agregada y no se 

sujetará a las disposiciones aplicables a los datos personales, sin perjuicio 

de las normas de seguridad, confidencialidad y calidad que resulten 

aplicables. 

III. La anonimización deberá ser sometida a evaluación técnica para verificar 

su irreversibilidad y eficacia. No se considerará anonimización la eliminación 

de nombres o direcciones cuando subsistan otros datos que permitan, 

aunado a otros registros, identificar a la persona. 

 

Artículo 9. Evaluación de impacto en protección de datos personales 

I. Previo al despliegue de sistemas de analítica de datos que impliquen 

tratamiento de alto riesgo —incluyendo inteligencia artificial, perfilamiento, 

tratamiento de datos sensibles o uso masivo de tecnologías de 

identificación— el responsable del tratamiento deberá elaborar y publicar una 

evaluación de impacto en protección de datos personales, que contendrá: 

a) La descripción detallada del tratamiento y sus finalidades; 

b) La valoración de los riesgos para los derechos y libertades de las 

personas; 

c) Las medidas adoptadas para mitigar, reducir o eliminar dichos riesgos; 

d) La opinión, en su caso, de las personas o comunidades potencialmente 

afectadas. 

II. La evaluación será pública y estará disponible para consulta gratuita en el 

sitio electrónico del responsable del tratamiento y en el registro que al efecto 

lleve la Procuraduria Federal del consumidor. 

  

Artículo 10. Seguridad de los datos y notificación de incidentes 

I. El responsable del tratamiento deberá establecer y mantener las medidas 

de seguridad —organizativas, físicas y técnicas— necesarias para proteger 

los datos personales contra daño, pérdida, alteración, destrucción, uso, 
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acceso o tratamiento no autorizado, tomando en cuenta el estado de la 

tecnología, la naturaleza de los datos y los riesgos a que están expuestos. 

II. Cualquier vulneración de la seguridad que afecte los datos personales y 

represente un riesgo para los derechos y libertades de las personas deberá 

ser notificada a la Procuraduría Federal del Consumidor, a la Agencia de 

Transformación Digital y Telecomunicaciones y a las personas titulares 

afectadas en plazo máximo de 72 horas desde que se tenga conocimiento 

del incidente. La notificación describirá naturaleza de la brecha, datos 

afectados, medidas adoptadas y recomendaciones para protegerse. 

 

CAPÍTULO III — Del Fomento, los Incentivos y los Derechos por Servicios 

de Certificación 

  

Artículo 11. Reconocimiento de estándares internacionales 

El Gobierno de México, a través de la Agencia de Transformación Digital y 

Telecomunicaciones, reconocerá como válidos y de pleno cumplimiento los 

marcos de protección de datos personales, ciberseguridad y buenas 

prácticas reconocidas internacionalmente, entre ellos el establecido por la 

Ley de Protección de Datos Personales de Singapur (PDPA), siempre que 

garanticen un nivel de protección sustancialmente equivalente al de la 

legislación mexicana. El reconocimiento se hará mediante acuerdo de 

carácter general publicado en el Diario Oficial de la Federación. 

 

Artículo 12. Certificación de Tecnología Responsable 

Se crea el distintivo "Tecnología de Datos Responsables", que otorgará la 

Secretaría de Economía a las empresas que acrediten el cumplimiento 

integral de los requisitos establecidos en esta Ley y sus disposiciones 

reglamentarias, con base en una evaluación técnica independiente. 
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La expedición, evaluación y revalidación del distintivo constituirá un servicio 

prestado por el Estado en ejercicio de funciones de derecho público, por lo 

que los solicitantes deberán pagar los derechos correspondientes conforme 

a las cuotas que se establezcan en la Ley Federal de Derechos. Dichas 

cuotas se determinarán tomando como base el costo total del servicio, 

incluyendo la evaluación técnica, las visitas de verificación, el seguimiento y 

la infraestructura de seguridad de la información, y guardarán proporción con 

la capacidad económica del sujeto obligado. 

  

Artículo 13. Destino de los Ingresos 

Los recursos que se recauden por concepto de derechos por certificación, 

revalidación y verificación a que se refiere este Capítulo tendrán el carácter 

de aprovechamientos en términos de la Ley de Ingresos de la Federación, y 

se destinarán de la siguiente manera: 

 

Destino Porcentaje Objetivo 
Operación y mejora del sistema 
de certificación 

55% Cubrir costos de evaluadores, auditorías, 
plataforma tecnológica y personal especializado 

Fondo de Acceso a Tecnología 
para MIPYMES 

25% Subsidios y apoyos para que pequeñas y medianas 
empresas puedan adoptar estas tecnologías con 
garantías de protección de datos 

Fortalecimiento de la 
infraestructura de 
ciberseguridad nacional y 
protección de datos 

15% Mejora de sistemas de protección, capacitación y 
cumplimiento normativo 

Transparencia, rendición de 
cuentas y educación digital 

5% Publicación de informes mensuales de ingresos y 
ejercicio de recursos, así como campañas de 
educación ciudadana en derechos digitales 

 

Los recursos se concentrarán en la Tesorería de la Federación y se ejercerán 

conforme a los programas que autorice la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público, sin que en ningún caso se destinen a fines distintos a los aquí 

establecidos. 
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Artículo 14. Estímulos a la inversión y adopción: El pago de los derechos por 

certificación podrá ser deducible de impuestos como gasto de inversión en 

innovación tecnológica y protección de datos, conforme a las disposiciones 

del Código Fiscal de la Federación. Las empresas certificadas gozarán de 

preferencia en los procesos de contratación pública relacionados con 

tecnologías de la información y datos, en igualdad de condiciones con otros 

oferentes. 

 

Artículo 15. Impulso al sector retail y MIPYMES: La Secretaría de Economía 

y el Instituto Nacional del Emprendedor diseñarán programas específicos 

para que las micro, pequeñas y medianas empresas del sector comercial y 

de servicios puedan adoptar estas tecnologías, con subsidios, capacitación, 

acompañamiento técnico y acceso a financiamiento, priorizando aquellas que 

operen con sistemas de bajo impacto y datos anonimizados. 

  

CAPÍTULO IV — De la Coordinación, el Cumplimiento y la Vigilancia 

  

Artículo 16. Autoridades competentes corresponderá a: 

I. Secretaría de Economía: Promoción, fomento y otorgamiento del distintivo 

y estímulos; 

II. Agencia de Transformación Digital y Telecomunicaciones: Definición de 

estándares técnicos, de interoperabilidad y de evaluación de irreversibilidad 

de la anonimización; 

III. Procuraduría Federal del Consumidor: Vigilancia, verificación y sanción 

por incumplimiento en materia de derechos de las personas usuarias y 

consumidoras; recepción y atención de denuncias; 

IV. Secretaría de Hacienda y Crédito Público: Determinación de cuotas, 

recaudación y administración de los recursos; 
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V. Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno: Vigilancia del uso y destino de 

los recursos y cumplimiento de principios de transparencia 

 

Artículo 17. Banco de Datos de Uso Exclusivo del Gobierno y Mecanismo 

de Acceso. 

 

I. Creación y naturaleza. Se establece el Banco de Datos de Uso Exclusivo 

del Gobierno de la República, a cargo de la Agencia de Transformación 

Digital y Telecomunicaciones. Este banco de datos concentrará la 

información estadística, agregada y anonimizada que se genere con motivo 

de la aplicación de la presente Ley. En ningún caso contendrá datos 

personales ni información que permita identificar directa o indirectamente a 

personas físicas. Su uso será exclusivo para fines de política pública, 

regulación, monitoreo y evaluación estratégica del Estado mexicano, 

quedando prohibida su comercialización, cesión o uso con fines particulares 

o lucrativos. 

  

II. Confidencialidad y resguardo. La información contenida en el Banco de 

Datos tendrá el carácter de reservada en términos de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, cuando su divulgación 

pueda comprometer la seguridad de los sistemas, la confidencialidad de los 

procesos de evaluación o la protección de datos personales. La Agencia 

implementará medidas de seguridad reforzadas —físicas, lógicas y 

organizativas— para garantizar su integridad, disponibilidad y 

confidencialidad. 

  

III. Acceso de empresas certificadas. Las empresas que cuenten con el 

distintivo "Tecnología de Datos Responsables" podrán solicitar formalmente 

el acceso a los resultados agregados, estadísticos y anonimizados que obren 
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en el Banco de Datos, únicamente para fines de contraste, mejora de sus 

procesos y validación de sus propios indicadores, sin que en ningún caso 

puedan acceder a información que no les corresponda o que identifique a 

terceros. El acceso se sujetará a las siguientes reglas: 

 

Requisito Detalle 

Solicitud formal 
Por escrito o medio digital autorizado, señalando la finalidad concreta del 
acceso 

Ámbito de consulta 
Solo resultados agregados, anonimizados y desvinculados de cualquier 
identificación personal 

Uso permitido y 
prohibiciones 

La información consultada podrá ser utilizada por la empresa certificada 
exclusivamente para fines de análisis de mercado, investigación de mercado, 
mejora de sus procesos internos y validación de sus propios indicadores. 
Queda prohibida su reproducción, distribución, difusión, venta, cesión, 
transferencia o cualquier forma de comercialización de la información bruta o 
parcialmente desagregada, así como su aprovechamiento en beneficio de 
terceros. 

Temporalidad del 
acceso 

Sesión controlada y sin posibilidad de descarga masiva, salvo autorización 
expresa 

Responsabilidad 

La empresa certificada será responsable del uso adecuado de la información y 
de garantizar su confidencialidad, así como de los resultados o conclusiones 
que genere a partir de ella, los cuales serán de su propiedad exclusiva 

  

IV. Verificación y seguimiento. La Agencia llevará registro de todas las 

consultas realizadas. El incumplimiento dará lugar a suspensión o revocación 

del distintivo, sin perjuicio de sanciones correspondientes. 

  

V. Transparencia del sistema. Trimestralmente, la Agencia publicará un 

informe general sobre el volumen y características de la información 

contenida en el Banco de Datos, así como el número de consultas realizadas 

por empresas certificadas, sin revelar información confidencial ni datos que 

permitan la identificación de personas o estrategias comerciales particulares. 

 

Artículo 18. Facultades de vigilancia y sanción 
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La Procuraduría Federal del Consumidor vigilará el cumplimiento de 

disposiciones en materia de derechos de las personas y podrá imponer 

medidas de apremio y sanciones conforme a la legislación aplicable. Las 

sanciones podrán incluir revocación del distintivo, orden de suspensión 

inmediata del tratamiento y multas hasta por el equivalente al 4% del ingreso 

bruto anual del infractor. 

  

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

  

Primero. El presente Decreto entrará en vigor a los 180 días posteriores al 

de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

  

Segundo. La Secretaría de Economía expedirá las disposiciones 

reglamentarias para el otorgamiento del distintivo "Tecnología de Datos 

Responsables" dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes a la 

entrada en vigor de esta Ley.  

  

Tercero. La Agencia de Transformación Digital y Telecomunicaciones 

realizará las adecuaciones necesarias a sus lineamientos para el 

reconocimiento de estándares internacionales y la evaluación de la 

anonimización, dentro de los noventa días naturales siguientes. 

 

Cuarto. La Cámara de Diputados, a través de la Comisión de Hacienda y 

Crédito Público, propondrá las modificaciones correspondientes a la Ley 

Federal de Derechos para establecer las cuotas aplicables por los servicios 

de evaluación, expedición y revalidación del distintivo, dentro de los ciento 

ochenta días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto. 

Las cuotas se fijarán tomando en consideración criterios de eficiencia 
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económica, capacidad de pago de los sujetos obligados y el costo real del 

servicio, sin que en ningún caso puedan superar dicho costo. 

 

Quinto. Los ingresos que se generen en términos de esta Ley no 

incrementarán la carga fiscal general, sino que se destinarán exclusivamente 

a los fines establecidos en el Artículo 13, conforme a los principios de 

especificación del gasto y transparencia presupuestaria. 

  

Sexto. Los responsables del tratamiento que ya cuenten con sistemas en 

operación a la entrada en vigor de esta Ley contarán con un plazo de seis 

meses para adecuar su funcionamiento a las disposiciones aquí contenidas. 

Transcurrido dicho plazo sin haberlo hecho, no podrán seguir operando el 

sistema. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de septiembre 2026. 

 
 A T E N T A M E N T E 
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